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Tlaxcala de Xicohténcatl, Tlaxcala; a diecinueve de mayo de dos mil 

veintitrés. 

Sentencia por la que se determina revocar el acuerdo ITE-CG 23/2023 

emitido por el Consejo General del Instituto Tlaxcalteca de Elecciones a 

través del cual, resolvió el procedimiento ordinario sancionador número 

CQD/Q/UE/CG/021/2022, al no haberse garantizado el debido proceso de la 

parte denunciada, debiendo reponerse el procedimiento desde la etapa del 

emplazamiento.  

R E S U L T A N D O 

1. De las actuaciones del presente expediente, se aprecia lo siguiente: 

I. Antecedentes 
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2. 1. Comunicación de propósito de constitución como partido político. El 

treinta y uno de enero de dos mil veintidós1, se recibió en la Oficialía de Partes 

de la Secretaría Ejecutiva del Instituto Tlaxcalteca de Elecciones escrito por 

el que, la organización de personas ciudadanas denominada “Unificación y 

Evolución”2 por el que manifestaban su intención de constituirse como partido 

político local.  

3. 2. Admisión de escrito de intención. El once de marzo, el Consejo General 

del Instituto Tlaxcalteca de Elecciones3 en sesión pública extraordinaria, 

emitió el acuerdo ITE-CG 20/2022, a través del cual, admitió el escrito de 

intención de la organización ciudadana de constituirse como partido político 

local. 

4. Asimismo, se le requirió a dicha organización para que cumpliera con sus 

obligaciones de carácter fiscal en un plazo no mayor a treinta días naturales.   

5. 3. Incumplimiento al requerimiento. Mediante acuerdo ITE-CG 29/2022 

aprobado en sesión pública ordinaria el veintinueve de abril, el Consejo 

General, tuvo por incumplido el requerimiento formulado a la organización 

ciudadana mediante el acuerdo ITE-CG 20/2022, referido en el párrafo 

anterior. 

6. Por lo que, se le requirió nuevamente a la organización ciudadana para que 

cumpliera con sus obligaciones de carácter fiscal, para ello, se le otorgó un 

nuevo plazo de treinta días naturales.    

7. 4. Cumplimiento parcial y vista a la Unidad Técnica de lo Contencioso4. 

El veintinueve de junio, el Consejo General en sesión pública especial, 

aprobó el acuerdo ITE-CG 38/2022, en el que, tuvo por cumplido de manera 

parcial el requerimiento efectuado a la organización ciudadana mediante 

acuerdo ITE-CG 20/2022, requiriéndosele por tercera ocasión, para que, 

 
1 En lo subsecuente, las fechas corresponderán al año dos mil veintidós, salvo precisión 
en contrario.  
2 A continuación, se le denominara asociación ciudadana.  
3 En lo subsecuente Consejo General. 
4 En adelante, se le llamara Unidad Técnica de lo Contencioso.  
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dentro del plazo de treinta días diera cumplimiento a las obligaciones fiscales 

que tenía pendientes.  

8. Además, se determinó que existió incumplimiento por parte de la 

organización ciudadana, respecto del requerimiento realizado mediante el 

acuerdo ITE-CG 29/2022, por lo que, al ser ya la segunda ocasión que la 

organización incumplía con el requerimiento realizado a efecto de que 

cumpliera con sus obligaciones fiscales, se ordenó dar vista a la Unidad 

Técnica de lo Contencioso Electoral para que, en el ámbito de su 

competencia efectuara lo que a derecho correspondiera, derivado del 

presunto incumplimiento por parte de la organización ciudadana a sus 

obligaciones fiscales.  

9. 5. Inicio del procedimiento, admisión y emplazamiento. Agotadas las 

diligencias de investigación, mediante acuerdo de fecha seis de junio, la 

Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral estimó procedente dar inicio de 

oficio al procedimiento ordinario sancionador en contra de la organización 

ciudadana por la probable transgresión a la normatividad electoral con motivo 

de la omisión de informar mensualmente al ITE, sobre el origen y destino de 

los recursos que obtuvo para el desarrollo de las actividades tendentes a la 

obtención de su registro como partido político local. 

10. Dicho procedimiento ordinario sancionador fue registrado con la 

nomenclatura CQD/Q/UE/CG/021/2022.  

11. En ese mismo acuerdo, la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral 

admitió el procedimiento ordinario sancionador descrito en el punto anterior, 

ordenando emplazar a la organización ciudadana a efecto de que 

compareciera al procedimiento como parte denunciada.  

12. En atención a lo anterior, el seis de julio se emplazó a la organización 

ciudadana a través de su representante legal. 
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13. 6. Acuerdo impugnado. El treinta y uno de marzo de dos mil veintitrés, el 

Consejo General, emitió acuerdo por el cual se resolvió el procedimiento 

ordinario sancionador con número de expediente CQD/Q/UE/CG/021/2022, 

en el que determinó declarar existente el incumplimiento parcial de la 

obligación de la organización ciudadana “Unificación y Evolución” de informar 

mensualmente a este Instituto sobre el origen y destino de sus recursos, 

dentro de los primeros diez días de cada mes, imponiendo a dicha 

organización, una sanción consistente en una amonestación pública. 

II. Juicio de la ciudadanía 

14. 1. Demanda. Inconforme con la sanción impuesta a la organización 

ciudadana “Unificación y Evolución”, el trece de abril de la presente 

anualidad, el actor, en su carácter de presidente y representante legal de la 

citada organización, presentó ante la Secretaría Ejecutiva del ITE juicio de la 

ciudadanía a fin de controvertir el acuerdo ITE-CG-23/2023. 

15. 2. Recepción y turno. En esa misma fecha, la magistrada presidenta de este 

Tribunal, ordenó integrar el expediente TET-JDC-019/2023 y turnarlo a la 

Primera Ponencia para que se le diera el trámite que correspondiera.  

16. 3. Radicación y reserva de admisión. Mediante acuerdo de catorce de abril 

del año en curso, el magistrado ponente radicó el expediente antes 

mencionado y reservo el pronunciamiento respecto a la admisión en tanto se 

verificarán los requisitos de procedibilidad y trámite de ley respectivo. 

17. 4. Acuerdo Plenario de escisión. En dieciocho de abril, el pleno de este 

Tribunal, mediante acuerdo plenario determino reencauzar el juicio de la 

ciudadanía planteado a juicio electoral, por lo que se ordenó dar el trámite 

correspondiente a través de la secretaria de acuerdos de este tribunal, a fin 

de conocer del asunto.  
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III Juicio Electoral 

18. 1. Recepción y turno. En diecinueve de abril, la magistrada presidenta de 

este Tribunal, ordenó integrar el expediente TET-JE-023/2023 y turnarlo a la 

Primera Ponencia para que se le diera el trámite que correspondiera, tal y 

como fue ordenado en acuerdo plenario de escisión.  

19. 2. Radicación y admisión. El veinte de abril, el magistrado ponente, dicto 

acuerdo, mediante el cual, tuvo por recibido el expediente identificado con la 

clave TET-JE-023/2023, así como la documentación anexada, radicando y 

admitiendo el mismo en la primera ponencia, a efecto de darle el trámite 

correspondiente.  

20. 3. Cierre de instrucción. Al considerarse que el expediente en estudio se 

encontraba debidamente integrado y que, no existía diligencia pendiente por 

desahogar, mediante acuerdo de doce de mayo de la presente anualidad el 

magistrado instructor declaró cerrada la instrucción, ordenándose se 

procediera a elaborar el proyecto de resolución correspondiente a fin de 

ponerlo a consideración del Pleno de este Tribunal.    

C O N S I D E R A N D O 

21. PRIMERO. Competencia. Este Tribunal es competente para conocer y 

resolver el presente juicio electoral, a través del cual se impugna un acuerdo 

emitido por el Consejo General del Instituto Tlaxcalteca de Elecciones, por el 

que se impone una sanción a una organización de pesonas ciudadanas que 

pretende conformarse como partido politico local en el estado de Tlaxcala, 

supuesto que actualiza la competencia de este Tribunal, asimismo, 

corresponde a la entidad federativa en la que ejerce jurisdicción. 

22. Lo anterior de conformidad con lo dispuesto en los artículos 95, apartado B, 

párrafo sexto de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Tlaxcala; 105, párrafo 1, 106, párrafo 3 de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales; 3, 7, 10, 80 y de la Ley de Medios de 
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Impugnación; así como en los artículos 3, 6, 12 fracción II, inciso g de la Ley 

Orgánica del Tribunal Electoral de Tlaxcala. 

23. SEGUNDO. Requisitos de procedencia del juicio electoral. Este Tribunal 

considera que el presente juicio electoral reúne los requisitos previstos en los 

artículos 21 y 22 de la Ley de Medios de Impugnación, en atención a lo 

siguiente:  

24. a. Forma. La demanda se presentó por escrito, en ella consta el nombre y la 

firma autógrafa del promovente, se identifica el acto impugnado y la autoridad 

responsable; se mencionan los hechos en que se basa la impugnación, los 

agravios y los preceptos presuntamente violados.  

25. b. Oportunidad. Se estima que este requisito se encuentra cumplido, toda 

vez que la demanda fue presentada dentro del plazo de cuatro días previstos 

en el artículo 19 de la Ley de Medios de Impugnación. 

26. Lo anterior se considera así, puesto que, el acuerdo impugnado fue aprobado 

por el Consejo General, en sesión pública extraordinaria celebrada el treinta 

y uno de marzo, y notificada en cuatro de abril, por lo que, su plazo para 

impugnar comenzó a correr a partir del día hábil siguiente, es decir, el cinco 

de abril y feneció el diez siguiente.  

27. Por lo que, sí el actor, presentó su medio de impugnación ante la autoridad 

responsable el diez de abril, resulta evidente que lo presentó de manera 

oportuna.  

28. c. Legitimación y personería. El actor está legitimado para promover el 

presente juicio electoral, ya que, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 16, fracción II, de la Ley de Medios de Impugnación, tal requisito se 

encuentra satisfecho pues el promovente se ostenta como representante 

legal de la organización de personas ciudadanas “Unificación y Evolución” 

acreditado ante el Consejo General, órgano que emitió el acuerdo 

impugnado.  
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29. Por su parte, de conformidad con el artículo 43, fracción V, inciso a) de la Ley 

de Medios de Impugnación, se tiene acreditada la personería, ya que la 

autoridad responsable reconoció el carácter con que se ostentan al rendir su 

informe circunstanciado. 

30. d. Interés jurídico. El partido político actor tiene interés jurídico para 

interponer el presente medio de impugnación, al controvertir un acuerdo 

mediante el cual, la autoridad responsable le impuso como sanción una 

amonestación pública, la cual, considera afecta su esfera jurídica al estar 

indebidamente fundada y motivada.  

31. e) Definitividad. Esta exigencia, también se estima satisfecha, debido a que 

la legislación electoral local no contempla algún otro juicio o recurso que deba 

agotarse previamente antes de la interposición del presente juicio electoral 

que permita revisar y, en su caso, revocar, modificar o anular el acuerdo 

impugnado.  

TERCERO. Estudio de fondo 

1. Precisión del acto impugnado 

32. Del análisis al escrito de demanda que dio origen al presente juicio electoral, 

se advierte que, el actor controvierte el acuerdo ITE-CG 23/2023 por el que, 

el Consejo General resolvió el procedimiento ordinario sancionador número 

CQD/Q/UE/CG/021/2022, en el que, se impuso una amonestación pública a 

la organización de personas ciudadanas denominada “Unificación y 

Evolución”. 

33. Lo anterior ya que la autoridad responsable, consideró que dicha asociación 

ciudadana había incumplido con su obligación de informar mensualmente al 

ITE sobre el origen y destino de los recursos que hubieren obtenido para el 

desarrollo de las actividades tendentes a la obtención del registro como 

partido político local, en cumplimiento a lo previsto en los artículos 355, 
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fracción I de la Ley Electoral Local y 17, párrafo segundo de la Ley de Partidos 

Local.  

2. Agravios de la parte actora 

34. A fin de controvertir el acuerdo impugnado, el actor en su escrito de demanda 

hace valer dos agravios, los cuales, son los siguientes.  

35. Como primer agravio argumenta el actor que, la Comisión de Quejas y 

Denuncias del ITE5 al momento que lo emplazó en su carácter de 

representante legal de la organización ciudadana, a efecto de comparecer al 

procedimiento ordinario sancionador, no se le precisó la conducta denunciada 

que se le estaba atribuyendo a la organización ciudadana, por lo que, se le 

dejo en estado de indefensión y por consiguiente, no pudo efectuar una 

adecuada defensa al desconocer con precisión la o las conductas que se le 

atribuían.   

36. En el segundo de sus agravios, el actor refiere que, al comparecer al 

procedimiento sancionador ordinario hizo de conocimiento de la Comisión de 

Quejas y Denuncias que las conductas que se pretendían sancionar bajo este 

procedimiento aún estaban siendo objeto de solventación, por lo que, no 

podían considerarse como definitivas. 

37. Lo cual, considera que no fue tomado en cuenta ni por la Comisión de Quejas 

y Denuncias ni por el Consejo General al emitir el acuerdo impugnado, por lo 

tanto, a juicio del actor, dicho acuerdo no está debidamente fundado ni 

motivado.  

3. Metodología de estudio 

38. Con base en los agravios expuestos por la parte actora, en el presente 

asunto, en primer lugar, se debe determinar sí como lo refiere el actor, se 

vulneró su garantía de audiencia al no haber sido emplazado correctamente 

al procedimiento ordinario sancionador, ya que, de declararse fundado dicho 

 
5 En lo subsecuente Comisión de Quejas y Denuncias.  
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agravio, generaría una violación en el procedimiento y, por ende, todos los 

actos posteriores a este resultarían nulos, entre ellos, el acuerdo impugnado.  

39. Por lo cual, resultaría innecesario estudiar el segundo agravio, mismo que 

tiene que ver con la fundamentación y motivación del acuerdo impugnado, 

pues como se mencionó en el párrafo anterior, el mismo quedaría sin efectos 

de acreditarse que la organización ciudadana a través de su representante 

legal, fue indebidamente emplazada.  

40. Así, en el supuesto de acreditarse que la organización ciudadana fue 

debidamente emplazada, se procederá en segundo lugar, a realizar el análisis 

correspondiente, a efecto de determinar si el acuerdo impugnado se 

encuentra debidamente fundado y motivado, esto, al tenor de lo expuesto por 

el actor en su escrito de demanda.      

41. Dicho lo anterior, a continuación, se procederá a estudiar los agravios 

planteados por el actor en su escrito de demanda.  

4. Agravios de la parte actora y contestación a los mismos  

4.1 Indebido emplazamiento  

42. Derivado del procedimiento iniciado con motivo de la manifestación de 

intención de la organización ciudadana denominada “Unificación y Evolución” 

de constituirse como partido político local, el Consejo General realizó diversos 

requerimientos a la referida organización ciudadana a efecto de que, remitiera 

las constancias con las que acreditara entre otras cosas, haber dado 

cumplimiento a sus obligaciones de carácter fiscal.  

43. En atención a dichos requerimientos, la organización ciudadana aportó 

diversas documentales, con las que consideró, daba cumplimiento a los 

requerimientos efectuados por el Consejo General, sin embargo, dicho 

órgano colegiado estimó que, la organización ciudadana había cumplido 
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parcialmente con los requerimientos efectuados, por lo que, estimó pertinente 

dar vista a la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral para que, dentro del 

ámbito de su competencia efectuara lo que a derecho correspondiera.  

44. Con motivo de lo anterior, la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral llevó 

a cabo diversas investigaciones a fin de determinar las posibles infracciones 

en las que hubiere incurrido la organización ciudadana.  

45. En ese sentido, mediante acuerdo de fecha seis de junio la Unidad Técnica 

de lo Contencioso Electoral determinó que, una vez realizadas las diligencias 

de investigación preliminares, existían indicios suficientes que hacían 

presumir la probable transgresión a la normatividad electoral por parte de la 

organización ciudadana, por haber incumplido a su obligación de informar 

mensualmente al ITE sobre el origen y destino de los recursos que obtuvieron 

para el desarrollo de las actividades tendentes a la obtención del registro 

como partido político local.  

46. Por lo que, de oficio se dio inicio al procedimiento ordinario sancionado en 

contra de la asociación ciudadana denominada “Unificación y Evolución”, 

teniendo por admitido dicho procedimiento y ordenando se emplazará a dicha 

asociación a través de su representante legal para que dentro del plazo de 

cinco días hábiles diera respuesta y ofreciera las pruebas que estimara 

pertinentes en relación con las imputaciones que se le formularon.  

47. Así, el seis de julio siguiente, se emplazó a la organización ciudadana a través 

del aquí actor en su carácter de representante legal de la misma.  

48. Concluidas las etapas correspondientes, el Consejo General a través del 

acuerdo impugnado, resolvió el procedimiento ordinario sancionador antes 

mencionado, teniendo por acreditado que la organización ciudadana 

incumplió de manera parcial con su obligación de informar mensualmente al 

ITE, respecto del origen y destino de los recursos, esto, por lo que hace a los 

meses de enero y marzo.   
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49. Por lo que, calificó la falta como grave levísima atendiendo a los elementos y 

determino imponer una sanción a la organización ciudadana consistente en 

una amonestación pública. 

50. Inconforme con lo resuelto por el Consejo General, el actor alega como 

primer agravio, que el emplazamiento que se le realizó para comparecer al 

procedimiento ordinario sancionador se realizó de manera indebida, ya que 

la autoridad responsable, no le preciso cuales era las conductas positivas o 

negativas que se le atribuían. 

51. Ello, pues del acuerdo por el que se ordenó se emplazará a la organización 

ciudadana, únicamente se le mencionó que se iniciaba un procedimiento 

ordinario sancionador en su contra por “la omisión de informar mensualmente 

al Instituto, respecto del origen y destino de los recursos que obtengan para 

el desarrollo de las actividades tendentes a la obtención del registro”, en 

relación con los artículos 345 fracción VIII y 355 fracción I, de la Ley de 

Instituciones y Procedimientos Electorales para el estado de Tlaxcala y 87 

fracción I de los Lineamientos de Fiscalización respecto a las organizaciones 

de ciudadanos que pretendan obtener el registro como partido político local”.  

52. Sin que se le precisara cuales fueron los meses en los que presuntamente no 

se habían presentado los informes, por lo que, ante la vaga y genérica 

imputación por parte de la Comisión de Quejas y Denuncias, la organización 

ciudadana no pudo preparar y ejercer adecuadamente su defensa, pues aún 

y cuando se le corrió traslado con todas las constancias que en ese momento 

integraban el procedimiento ordinario sancionador, lo cierto es que, en el 

acuerdo y/o oficio por el que se realizó el emplazamiento se debía precisar la 

o las conductas atribuidas a la organización ciudadana. 

53. De lo contrario, resultaría una carga excesiva para la organización ciudadana 

el tener que buscar dentro de todas las constancias con las que se le corrió 

traslado, buscar o tratar de identificar las conductas que le eran atribuidas. 
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54. De modo que, considera el actor que se dejó en estado de indefensión a la 

organización ciudadana que representa, al no precisar las conductas 

imputadas, obligando a buscar o deducir de las constancias, la base del 

procedimiento ordinario sancionador que de oficio instauro la autoridad 

responsable en su contra.    

55. No obstante, de lo anterior, refiere el actor que, al momento de comparecer 

al procedimiento, manifestó que no le había sido posible advertir las 

conductas que le eran atribuidas a la organización ciudadana, por lo que limitó 

a manifestar que en todo momento se había dado cumplimiento a las 

obligaciones en materia de fiscalización, dando respuesta a los 

requerimientos que le efectuaron y así, solventar los errores u omisiones 

correspondientes.  

56. Dicho lo anterior, este Tribunal considera que es fundado el agravio hecho 

valer por el actor y suficiente para revocar el acuerdo impugnado, dadas 

las consideraciones siguientes.  

57. El artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

establece las garantías que deben observarse para garantizar a los 

justiciables un debido proceso, las cuales deben respetarse en cualquier 

procedimiento, sea administrativo sancionador, de naturaleza jurisdiccional, 

o en forma de juicio. 

58. Tales garantías, corresponden a las formalidades esenciales del 

procedimiento, las cuales, aseguran a quien se encuentre sujeto a un 

procedimiento, una adecuada y oportuna defensa de manera previa a que la 

autoridad emita una determinación sobre la acción u omisión que se le 

atribuye, así como la consecuente sanción que, en su caso, pueda imponer.  

59. Sirve de sustento a lo anterior, lo establecido por la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación en las tesis de jurisprudencia número 1a./J. 11/2014 (10a.)6 cuyo 

rubro es DERECHO AL DEBIDO PROCESO. SU CONTENIDO, y P./J. 47/95 

 
6 Consultable en Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 3, Febrero de 2014, 
Tomo I, página 396, con número de registro digital 2005716. 
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(9a.)7 de rubro FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. 

SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA 

PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. 

60. Al respecto, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación8 ha considerado que en los procedimientos administrativos en 

que las personas o como lo es en el caso concreto, una organización de 

personas ciudadanas, puedan verse afectadas en sus derechos, deben 

respetarse las formalidades del debido proceso, por lo que debe garantizarse 

la oportunidad de:  

a) Conocer las cuestiones que pueden repercutir en sus derechos;  

b) Exponer las posiciones, argumentos y alegatos que estimen necesarios 

para su defensa;  

c) Ofrecer y aportar pruebas en apoyo a sus posiciones y alegatos, las cuales 

deben tomarse en consideración por la autoridad que deberá resolver; y,  

d) Obtener una resolución en la que se analice y de respuesta a las 

cuestiones debatidas, a fin de que, antes de que finalice el procedimiento, los 

sujetos interesados puedan preparar una debida defensa y esta pueda ser 

valorada en la resolución emitida por la autoridad correspondiente. 

61. A su vez, la referida Sala Superior ha resaltado que lo anterior no implica que 

para considerar que existe una defensa adecuada en los procedimientos de 

fiscalización de revisión de informes de ingresos y gastos, deban aplicarse de 

manera idéntica las formalidades exigidas en los procesos jurisdiccionales, 

pues es válido que, de acuerdo con las peculiaridades de cada procedimiento, 

se establezca la forma para plantear una defensa9. 

 
7 Consultable en Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo II, Diciembre de 
1995, página 133, con número de registro digital 200234. 
8 Véase los recursos de apelación SUP-RAP-490/2015, SUP-RAP-210/2016, SUP-RAP-
228/2016, SUP-RAP-719/2017 y SUP-RAP-256/2022. 
9 Véase los recursos de apelación SUP-RAP-34/2023 y acumulado, así como SUP-RAP-
11/2023. 
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62. Así, de lo anterior, este Tribunal considera que, en el caso, el procedimiento 

ordinario sancionador por el que, se sancionó a la organización de personas 

ciudadanas denominada “Unificación y Evolución” con motivo del presunto 

incumplimiento a su obligación de informar mensualmente al ITE sobre el 

origen y destino de los recursos que hubiere obtenido para el desarrollo de 

las actividades tendentes a la obtención del registro como partido político 

local, para garantizar un debido proceso debió reunir cuando menos, los 

siguientes elementos: 

a) La existencia de un hecho, acto u omisión del que derive la posibilidad o 

probabilidad de afectación a algún derecho, por parte de la autoridad;  

b) El conocimiento fehaciente y detallado de los hechos, actos u omisiones 

que le sean atribuidos, esto, mediante un acto previamente establecido en 

Ley o Reglamento, como lo puede ser una notificación y/o emplazamiento; lo 

cual, deberá ser de manera oportuna;  

c) Garantizar el derecho de las personas a las que se les atribuyen los 

hechos, actos u omisiones puedan hacer valer una defensa sobre los hechos 

y el derecho de que se trate, y 

d) La posibilidad de que la o las personas denunciadas, aporten los medios 

de prueba que estimen pertinentes en beneficio de sus intereses, para ello, 

deberá conocer claramente los hechos, actos u omisiones que le sean 

atribuidos. 

63. Solo cumpliéndose los cuatro extremos antes mencionados es que puede 

considerarse que, las partes involucradas en el procedimiento se les 

garantizó un debido proceso, tal y como establece el artículo 14 

Constitucional. 

64. Lo que en el caso no ocurrió, pues del análisis a las constancias que obran 

en el expediente, es claro que la Comisión de Quejas y Denuncias, en 

ninguna etapa de la instrucción del procedimiento ordinario sancionador fijó o 

estableció de manera clara la litis sobre la que versaría el procedimiento. 
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65. Es decir, en los diversos acuerdos que emitió durante la instrucción del 

procedimiento, fue omisa en especificar cual era la presunta omisión por la 

que se había determinar iniciar de oficio dicho procedimiento. 

66. Y si bien, en el acuerdo por el que se dio inicio al procedimiento ordinario 

sancionador, se admitió el mismo y se ordenó el emplazamiento de la 

organización de ciudadanos, se mencionó que la causa generadora era por 

la presunta “omisión de informar mensualmente al Instituto, respecto del 

origen y destino de los recursos que obtengan para el desarrollo de las 

actividades tendentes a la obtención del registro”, en relación con los artículos 

345 fracción VIII y 355 fracción I, de la Ley de Instituciones y Procedimientos 

Electorales para el estado de Tlaxcala y 87 fracción I de los Lineamientos de 

Fiscalización respecto a las organizaciones de ciudadanos que pretendan 

obtener el registro como partido político local”, lo cierto es que, como lo refiere 

el actor en su escrito de demanda, nunca se le especificó o mencionó cuales 

eran los meses en los que había omitido remitir sus informes.  

67. Tal y como se muestra en la siguiente imagen, la cual, corresponde a un 

extractor del acuerdo de inicio y admisión del procedimiento ordinario 

sancionador, así como, en el que se ordena el emplazamiento de la 

organización ciudadana.  
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68. Circunstancia que tampoco podía ser desprendida por el actor de las 

constancias con las que se le corrió traslado al momento de ser emplazado, 

ya que, de las mismas se puede evidenciar una falta de certeza respecto de 

que hechos eran los que se estaban investigando y/o atribuyendo a la 

organización ciudadana y los que finalmente fueron sancionados a través del 

acuerdo impugnado.   

69. Lo anterior se considera así, pues, como el propio proyecto lo menciona,  

derivado de las diligencias preliminares de investigación se realizaron 

diversos requerimientos a la Dirección de Prerrogativas, Administración y 

Fiscalización del ITE, para que informara sí la organización ciudadana había 

cumplido con la entrega de sus informes mensuales respecto del origen y 

destino de los recursos que hubiere obtenido para el desarrollo de las 

actividades tendentes a la obtención del registro como partido político.  

70. En atención a dichos requerimientos la Dirección de Prerrogativas, 

Administración y Fiscalización del ITE informó en un primer momento, el 

dieciocho de mayo, mediante oficio número ITE-DPAyF-384/2022 que, 

contaba con la siguiente información:  

 

71. Como se puede desprender de lo anterior, la referida Dirección de 

Prerrogativas, Administración y Fiscalización había informado que la 

organización ciudadana no había presentado su informe correspondiente al 

mes de enero.  
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72. Posteriormente, en una actualización a esta información, mediante oficio 

número ITE-DPAyF-409/2022 de fecha tres de junio, informó lo siguiente: 

 

 

73. Con dicha información, la responsable consideró que existía un 

incumplimiento por parte de la organización ciudadana “Unificación y 

Evolución” de informar mensualmente al ITE respecto del origen y destino de 

los recursos, por lo que hacía únicamente al mes de enero.  

74. Razón por la cual, el seis de junio consideraron oportuno dar inicio y admitir 

el procedimiento ordinario sancionador en contra de la organización 

ciudadana, dando por hecho, de conformidad con lo anterior, que dicho 

procedimiento sería únicamente por no haber informado al ITE sobre el origen 

y destino de los recursos en el mes de enero.  

75. Circunstancia que como se ilustro con anterioridad, nunca se precisó en el 

acuerdo de inicio, admisión del procedimiento y emplazamiento a la 

organización ciudadana, ya que en dicho acuerdo, se estableció de manera 

genérica que, la presunta omisión atribuida a la organización ciudadana sería 

por no informar mensualmente al ITE, respecto del origen y destino de los 

recursos que hubiere obtenido para el desarrollo de las actividades tendentes 

a la obtención del registro como partido político local, manifestación que se 

realizó de manera genérica, sin precisar de manera clara, las circunstancias 

de la omisión imputada para que, la organización ciudadana, en su momento, 

pudiera efectuar una defensa adecuada, así como, ofrecer las pruebas que 

considerara oportunas.    
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76. Además de que, como se mencionó, aún y cuando el actor, pudiera haber 

desprendido de las constancias que le fueron remitidas la o las infracciones 

atribuidas (lo cual, como lo refiere en su demanda, sería una carga indebida), 

únicamente se podría advertir que, la presunta omisión de presentar sus 

informes mensuales sería por lo que hace al mes de enero. 

77. Pues en la fecha en que fue emplazado -seis de julio- era lo que había 

informado la Dirección de Prerrogativas, Administración y Fiscalización del 

ITE y lo que, tenía por acreditado la autoridad instructora, no así, por el mes 

de marzo, el cual, también fue objeto de sanción.  

78. Ahora bien, el presunto incumplimiento de presentar su informe mensual del 

mes de marzo surgió de una nueva actualización a la información remitida por 

la Dirección de Prerrogativas, Administración y Fiscalización, el nueve de 

septiembre mediante oficio ITE-DPAyF-649/2022, en el que, informó lo 

siguiente: 

79. De dicha tabla se puede desprender que, en esta ocasión, la Dirección de 

Prerrogativas, Administración y Fiscalización informó que la organización 

ciudadana no había presentados sus informes mensuales en los meses de 

diciembre, enero y marzo.  

80. Es decir, posterior a la fecha en que se emplazó al actor, la autoridad 

instructora siguió recabando mayores elementos, pero, respecto de periodos 

distintos a los que, al momento en que emplazó al actor, no tenía por 

acreditado de manera indiciaria que había incumplido con la presentación de 

sus informes mensuales.  

81. Aunado a lo anterior, siguió realizando requerimientos a la Dirección de 

Prerrogativas, Administración y Fiscalización para que continuara 
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actualizando la información con la que contaba respecto a la organización 

ciudadana, por lo que, mediante oficio número ITE-DPAyF-011/2023 de fecha 

nueve de enero, informó lo siguiente:  

 

82. De la nueva actualización, la autoridad responsable tuvo por acreditado que 

la organización ciudadana había incumplido con la presentación mensual de 

sus informes, por cuando hace a los meses de enero y marzo, sin 

embargo, esta actualización como la correspondiente al nueve de septiembre, 

no fueron remitidas o puestas a conocimiento del actor. 

83. Pues como se mencionó, el actor fue emplazado el seis de julio, corriéndole 

traslado con las constancias en las que se consideraba, había incumplido con 

presentar su informe mensual de enero, no así el de marzo, ya que dicha 

información surgió con constancias que se obtuvieron en fechas posteriores 

al emplazamiento, de las cuales, el actor no tuvo conocimiento ni tampoco se 

le dio oportunidad de defenderse.  

84. Por lo que, si la autoridad responsable advirtió la existencia de nuevos hechos 

u omisiones diversas a las que en su momento, habían sido motivo de 

emplazamiento de la organización ciudadana, lo que debió hacer, era reponer 

el procedimiento y realizar nuevamente el emplazamiento, precisando cuales 

eran los meses en los que había incumplido con presentar sus informes y 

corriéndole traslado con las nuevas constancias obtenidas para que pudiera 

conocer cuáles eran las omisiones que se le atribuían, así como, las 

probanzas en las que fundaba la acusación realizada en su contra.  
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85. De este modo, se garantizaría el debido proceso al actor, pues ello hubiera 

permitido garantizar los requisitos mínimos para poder acreditar que a las 

partes, se les garantizó el debido proceso, como lo es, que se le hiciera de 

pleno conocimiento a la organización ciudadana de los hechos, actos u 

omisiones que le fueron atribuidos; asimismo, que se le permitiera hacer valer 

una defensa sobre los hechos y el derecho de que se trate y estaría en aptitud 

de aportar los medios probatorios pertinentes. 

86. Condiciones que no se le garantizaron a la organización ciudadana, pues al 

no hacerle de conocimiento preciso cuales eran los hechos y omisión que se 

le atribuía, se le dejo en estado de indefensión, al no poder elaborar una 

adecuada defensa ni aportar los medios probatorios específicos para 

acreditar la inexistencia de la infracción atribuida o bien, para justificar el 

posible incumplimiento.  

87. Aunado a que, como se explicó, la autoridad instructora obtuvo mayores 

elementos con los que tuvo por acreditada una infracción más por parte de la 

organización ciudadana, de la cual, nunca se le dio la oportunidad de 

defenderse, así como de aportar elementos probatorios.  

88. Finalmente, no pasa desapercibido que, si bien el emplazamiento se llevó a 

cabo el seis de julio de dos mil veintidós, y este no fue controvertido por el 

actor dentro de los cuatro días posteriores a su conocimiento, lo cierto es que, 

dicho acto es un acto intraprocesal que no cuenta con definitividad y firmeza, 

por lo que la eventual violación a la esfera de derechos del actor se actualiza 

solo hasta el momento en que el Consejo General emitiera la resolución 

correspondiente. 

89. Esto, porque se trata solo de una afectación a derechos adjetivos o 

procesales de defensa, no definitivos, ya que, incluso, puede suceder que la 

resolución que se emita sea favorable en la cual se subsane aquella actuación 

supuestamente viciada ocasionando que no trascienda a la esfera jurídica del 

actor.  
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90. En ese sentido, es correcto que el actor, esperara hasta que el Consejo 

General emitiera la resolución correspondiente, pues es hasta ese momento 

en que se podrá determinar si se trata de actos definitivos y en su caso, el 

perjuicio que le generaba.  

91. Lo anterior es así, pues, aun en el supuesto de que el acuerdo donde se 

ordenó el emplazamiento pueda contener vicios, esto no se traduce en una 

violación irreparable de algún derecho fundamental del actor, sino hasta la 

resolución que ponga fin al procedimiento y que se sustente en dicho acuerdo; 

por lo que, será hasta entonces que el mismo podrá ser impugnado, como 

una violación procesal, pues en dichos procedimientos solo procederá de 

manera excepcional: cuando puedan limitar o restringir de manera irreparable 

el ejercicio de prerrogativas o derechos político-electorales, lo que en el caso 

no ocurre. 

92. Ello, pues se trata únicamente de un acto intraprocesal que por sí mismo no 

ocasiona un detrimento sustancial o un daño irreparable a la esfera de 

derechos de las personas, ya que el inicio de un procedimiento ordinario 

sancionador, el emplazamiento en sí mismo no obstaculiza el ejercicio de 

derechos. Por tanto, es hasta la etapa final, es decir, hasta la emisión de la 

sentencia o determinación resolutora, cuando pudieran controvertir las 

violaciones relacionadas con las etapas previas intraprocesales. En 

consecuencia, el emplazamiento realizado al actor se considera que es un 

acto intraprocesal que carece de definitividad10. 

93. Por lo tanto, este Tribunal considera que le asiste la razón al actor, pues no 

se garantizó el debido proceso durante el procedimiento ordinario 

sancionador iniciado en su contra, por la presunta omisión de informar 

mensualmente al ITE, respecto del origen y destino de los recursos que 

hubiere obtenido para el desarrollo de las actividades tendentes a la 

obtención del registro como partido político local, el cual, fue radicado con el 

 
10 Criterio sostenido por la Sala Superior al resolver los recursos de apelación SUP-RAP-
009/2019, SUP-RAP-290/2022, así como, en eljuicios de la ciudadanía SUP-JDC-048/2022 
y SUP-JDC-394/2021, entre otros. 
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número CQD/Q/UE/CG/021/2022 y resuelto mediante el acuerdo impugnado 

a través del presente juicio electoral.  

94. Así, con motivo de lo antes expuesto, resulta innecesario estudiar el segundo 

agravio hecho valer por el actor, ya que, al haber resultado fundado el primero 

de ellos, se alcanzó la pretensión final del actor, que era, la revocación de 

acuerdo impugnado.  

95. En consecuencia, resultan nulos cada uno de los actos emitidos con 

posterioridad al emplazamiento de la organización ciudadana, por lo tanto se 

revoca el acuerdo ITE-CG 23/2023 emitido por el Consejo General del 

Instituto Tlaxcalteca de Elecciones por el que se resolvió el procedimiento 

ordinario sancionador con número de expediente CQD/Q/UE/CG/021/2022 y 

se ordena a dicho órgano colegiado, reponga el procedimiento a efecto de 

que se, emplace nuevamente a la organización ciudadana denominada 

“Unificación y Evolución” a través de su representante legal, debiendo 

precisar de manera clara los hechos, actos, omisiones y preceptos 

presuntamente vulnerados. 

96. Asimismo, al momento de resolver, deberá observar y valorar las 

manifestaciones realizadas por dicha organización, así como los medios 

probatorios que aporte al momento de comparecer al procedimiento ordinario 

sancionador.  

97. Para dar cumplimiento a lo anterior, el Consejo General deberá realizar en un 

plazo breve las diligencias necesarias, debiendo informar a este Tribunal del 

cumplimiento, dentro de los tres días hábiles siguientes a que emitida el 

acuerdo por el que ponga fin o resuelva nuevamente el procedimiento 

ordinario sancionador. 

98. La información y documentación antes solicitada, deberá remitirse en forma 

completa, organizada y legible a través de la Oficialía de Partes de este 

Tribunal en forma física.  
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99. Con el apercibimiento de que, en caso de no dar cumplimiento a lo ordenado, 

se le impondrá a las y los integrantes del Consejo General del Instituto 

Tlaxcalteca de Elecciones, una sanción de las previstas en el artículo 74 de 

la Ley de Medios de Impugnación; por lo que una vez cumplimentado se 

acordará lo procedente.  

100. Por lo anteriormente expuesto y fundado se: 

R E S U E L V E  

PRIMERO. Se revoca el acuerdo impugnado.  

SEGUNDO. Se ordena al Consejo General del Instituto Tlaxcalteca de 

Elecciones proceda en términos de lo ordenado en la presente resolución. 

Notifíquese a Carlos Alberto Sánchez Montes, en su carácter de actor y al 

Instituto Tlaxcalteca de Elecciones, en su carácter de autoridad 

responsable, mediante los correos electrónicos que señalaron para tal 

efecto; debiéndose agregar a los autos las respectivas constancias de 

notificación. 

Así lo acordó el Pleno del Tribunal Electoral de Tlaxcala, por unanimidad de 

votos de las magistraturas que lo integran, ante el secretario de Acuerdos, 

quien autoriza y da fe. 

La presente resolución ha sido firmada mediante el uso de la firma electrónica avanzada de 
los integrantes del Pleno del Tribunal Electoral de Tlaxcala, Magistrada Presidenta Claudia 
Salvador Ángel, Magistrado por ministerio de ley Lino Noe Montiel Sosa, Magistrado 
Miguel Nava Xochitiotzi y Secretario de Acuerdos Gustavo Tlatzimatzi Flores, 
amparada por un certificado vigente a la fecha de su elaboración; el cual es válido de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 11º y 16º de la Ley de Firma Electrónica 
Avanzada para el Estado de Tlaxcala. 

La versión electrónica del presente documento, su integridad y autoría se podrá comprobar 
a través de la plataforma de firma electrónica del Gobierno del Estado de Tlaxcala: 
http://tlaxcalaenlinea.gob.mx:8080/citysfirma/verify.zul  para lo cual será́ necesario capturar 
el código de documento que desea verificar, mismo que se encuentra en la parte inferior 
derecha de la presente representación impresa del documento digital. De igual manera, 
podrá́́ verificar el documento electrónico por medio del código QR para lo cual, se 
recomienda descargar una aplicación de lectura de este tipo de códigos a su dispositivo 
móvil. 

http://tlaxcalaenlinea.gob.mx:8080/citysfirma/verify.zul

